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           PEREIRA – RISARALDA

            SALA CIVIL – FAMILIA

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA CIVIL – FAMILIA

Pereira, doce de agosto de dos mil nueve
Magistrado Ponente: Fernán Camilo Valencia López

Ref: Exp. No  66001-31-03-001-2009-00168-01
Acta N° 381.

Procede la Sala a decidir la impugnación que ‘Serviciudad ESP’ interpuso contra la sentencia proferida el veintitrés de junio de dos mil nueve por el Juzgado Primero Civil del Circuito, en esta acción de tutela promovida por Miller Díaz Salazar en contra de la Corporación Autónoma Regional de Risaralda ‘Carder’, la Alcaldía Municipal y el Comando de Policía de Dosquebradas y a la que se vinculó la recurrente. 



ANTECEDENTES

Dan pábulo a la solicitud de amparo los siguientes hechos:
El 22 de abril pasado unos particulares cometieron lo que el accionante denominó un “ecocidio y un arboricidio en una extensión aproximada de 60 metros en la zona de protección de retiro de la Quebrada La Víbora, frente al encerramiento Bosques de Milán, afectando de manera grave el ecosistema del sector” que fue denunciado “al 123 de la policía ambiental (sic) de Dosquebradas, a Control Físico, a la Oficina Verde de Planeación de Dosquebradas y a la CARDER PEREIRA Y DOSQUEBRADAS”, hechos por los que junto con el señor Fernando Parra Peláez, mediante derecho de petición presentado el 24 de abril de 2009 a la Alcaldía Municipal de Dosquebradas, el demandante solicitó:

“1) Si se comprueba mediante la investigación que se debe adelantar que el ecocidio fue por parte de la firma ALIANZA, pedimos la suspensión de las obras del proyecto Reserva del Lago.

“2) Que se revisen las licencias de construcción otorgadas a Villas del Lago y Reservas del Lago para establecer si tramitaron ante la  CARDER, los permisos que sustentan la ocupación de esta zona de protección así como su cauce y la remoción de la cobertura vegetal.
“3) Que se verifique a través de la Secretaría de Gobierno o de Control Físico los alcances de las Licencias de Construcción otorgadas por las Curadurías urbanas a las obras mencionadas, y que se mida el área de cesión hecha por parte de la entonces Compañía de Construcciones y Bosques de Milán, a la Alcaldía, para establecer si los linderos fueron ocupados de manera ilegal por esos particulares.

“4) Que se investigue la actuación de Control Físico y la Secretaría de Gobierno frente a esta denuncia.
“5) Que se reponga el recurso natural afectado y se multe a los responsables.
“6) Que se suspenda el paso por la obra del alcantarillado ejecutada por SERVICIUDAD.

“7) Que la CARDER… se pronuncie al amparo de la ley y de fondo sobre este ecocidio.
“8) Que la CARDER, intervenga en la reposición del recurso natural afectado en la Quebrada Cañaveral”

El 20 de mayo de 2009 la Alcaldía Municipal de Dosquebradas por medio de su Oficina Jurídica, manifestó que sobre los puntos 1,5,6,7 y 8 del derecho de petición había dado traslado a la CARDER, sobre el 6 a Serviciudad, y resolvió los restantes
. Alega el señor Díaz Salazar que del Comandante de Policía todavía requiere “la entrega del informe solicitado en el Derecho de petición, realizado en el sector del Ecocidio por la Policía Ambiental… el 23 de abril”; que es paciente de psiquiatría, actualmente se encuentra incapacitado y los hechos descritos afectan su salud porque leyó “en el periódico La Tarde… que:’ En el hombre, la relación con su entorno modifica su condición de salud’” y que teme por su seguridad porque Fernando Parra Peláez ha sido víctima de agresiones verbales e improperios por parte de algunos presuntos afectados, pues, “según ellos han sido informados en la Alcaldía… que él es el sapo (sic)”. 

Por último, en un acápite titulado ‘medida provisional’ distinguió que sus pretensiones son: “que se me explique por qué motivos las diferentes instancias peticionadas, respondieron después de los 15 días hábiles”; “que los requerimientos efectuados en Derecho de Petición del 24 de abril y desde el 2007 sean resueltos mediante respuestas que cumplan los requisitos de a) oportunidad; b) debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado”; saber “por qué nadie responde por el quinto punto”; “que para atender la protección y conservación de las fuentes hídricas como la Quebrada La Víbora y Cañaveral, la CARDER auspicie la creación de un Comité Ambiental que propenda por la defensa de estos cuerpos de agua”; “que se investigue quién de la Alcaldía está filtrando información a terceros, con el ánimo de crear enfrentamientos sociales” y “lo denunciado por la CARDER en la respuesta dada el 01 de junio de 2009 en el segundo párrafo”.

La demanda se admitió por auto de 8 de junio de 2009, en que además de correrle traslado a las accionadas, se vinculó a Serviciudad ESP.. Ésta, luego de pronunciarse respecto de los hechos y aclarar que el demandante no le ha presentado petición alguna, mencionó “que la obra construida era necesaria para llevar agua a un importante sector del municipio y si bien es cierto quiso utilizarse como puente peatonal por los habitantes… en la actualidad se encuentra debidamente sellada” y en lo que le corresponde ha actuado de manera pronta y efectiva. La Alcaldía de Dosquebradas precisó respecto de la revisión de las licencias de construcción que “existen tres (3) proyectos urbanísticos… Villa del Lago I y II que se encuentran terminados” pero como hace falta la dotación de las zonas verdes, vías públicas y protección ambiental, en la Dirección Operativa de Control Físico de la Secretaría de Gobierno se adelanta una investigación; Reservas del Lago que “se encuentra en fase de Construcción (sic), según las verificaciones realizadas a las respectivas licencias de Urbanismo y Construcción otorgadas por la Curaduría Urbana”, y se opuso al éxito de la demanda por considerarla temeraria puesto que el actor presentó tutela por los mismos hechos ante los Juzgados Primero Penal y Segundo Civil Municipal de esa localidad. La CARDER adujo que por su parte no ha vulnerado “el derecho a la vida, el derecho a la salud, el derecho al medio ambiente sano, el derecho a la información, el derecho a la participación política y el derecho a la libertad de expresión consagrados en la Carta Política” y el Comando de Policía de Dosquebradas reseñó su actuación frente a los narrados acontecimientos.
El Juzgado, en la fecha referida, luego de precisar que “el demandante no incurre en temeridad, ya que de acuerdo con el informe que obra a folio 89 del expediente, la tutela realizada (sic) ante el Juzgado Primero Penal Municipal de Dosquebradas la realizó el señor Fernando Parra para la protección de otros derechos”
; que “la controversia gira en torno al derecho de petición que él [ refiriéndose al demandante] y otras personas (sic), elevaron ante la Alcaldía de Dosquebradas el 24 de abril de 2009”; que la Carder y la Alcaldía contestaron lo que les correspondía; que “en lo que tiene que ver con el numeral 6° cuya competencia es de Serviciudad ESP… éste no fue contestado”; que como el “informe… pedido a la Policía de Dosquebradas… fue solicitado dentro de los hechos que dieron origen a la petición, pero no en los ocho numerales petitorios… por lo que la Alcaldía no remitió el escrito al Comando de Policía para que aquella se pronunciara… no puede endilgársele ninguna vulneración de derechos fundamentales”; que “en relación con los derechos a la vida y a la salud… no le han sido vulnerados al accionante”; que para la protección del derecho a un medio ambiente sano “la tutela resulta improcedente por el carácter subsidiario que tiene para la defensa de derechos colectivos”; y que “las solicitudes determinadas en los numerales 3 a 6 del acápite ‘Medida Provisional’, no son competencia del juez de tutela; ordenó que “el representante legal de Serviciudad ESP., deberá en el término de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de la presente providencia, responder de fondo y de manera clara al señor Díaz Zapata (sic) el numeral 6° del derecho de petición elevado por el accionante… el 24 de abril de 2009”.  Decisión en término impugnada por la interesada según el alegato de haberlo respondido el 19 de junio último.


CONSIDERACIONES

El instrumento residual y subsidiario que consagra el artículo 86 de la Carta, tiene el definido propósito de proteger mediante un procedimiento breve y sumario, los derechos constitucionales fundamentales de los ciudadanos, vulnerados por las autoridades de toda clase o por los particulares en determinados casos. En este caso y tal como lo dedujo el a-quo, independientemente de los derechos alegados por el demandante como desconocidos, si alguno parecía estarle siendo vulnerado era el de petición.
Éste es fundamental y determinante para la efectividad de otros derechos constitucionales y su núcleo esencial reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad correspondiente si ésta no estuviera obligada a resolver lo impetrado. En ese sentido se ha reiterado por la jurisprudencia de la Corte Constitucional en sentencia T-327 del 4 de abril de 2005:

“El derecho de petición permite, no sólo la posibilidad de presentar peticiones respetuosas, sino también que el ejercicio de tal derecho implica la facultad de exigir de la autoridad a quien le fue formulada dicha petición, la expedición de una respuesta de manera oportuna y que resuelva de fondo el asunto sometido a su consideración.

“En este sentido, la respuesta a una petición, deberá cumplir con los siguientes requisitos:

“a. Debe ser oportuna, esto es, resolverse dentro de los términos establecidos en el ordenamiento jurídico, que en todo caso debe ser un plazo razonable.

“b. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado, por esta razón las respuestas evasivas constituyen prueba de la violación del derecho de petición.

“c. Debe ser puesta en conocimiento del peticionario, puesto que de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta se reserva para sí el sentido de lo decidido. (Ver T-1072 de 2004 M.P. Humberto Antonio Sierra Porto, entre otras).”

Ahora, descendiendo al caso concreto, si bien es cierto la decisión criticada en que se dispuso que Serviciudad ESP debía “responder… el numeral 6° del derecho de petición elevado por el accionante… el 24 de abril de 2009” tuvo sustento en que aquella incluso cuando anunció aportar prueba de la citada contestación allegó una que correspondía a una petición diferente; por tanto, parecía que con respecto a la que fue objeto de la orden recurrida había guardado absoluto silencio, debe anotarse que para el surtimiento de este trámite adjuntó la prueba de la respuesta echada de menos, remitida al demandante antes de que se profiriera el fallo de primer grado y que cumple con los presupuestos jurisprudenciales de resolver de fondo lo pedido y de manera clara, precisa y congruente con lo solicitado
,  por lo que procede, en esta instancia, revocar la orden opugnada.
DECISIÓN
A mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Civil – Familia, admi​nistrando justicia en nombre de la Repúbli​ca de Colombia y por autoridad de la ley, REVOCA los ordinales primero y segundo de la sentencia dictada por el Juzgado Primero Civil del Circuito el veintitrés de junio de dos mil nueve. En su lugar, NIEGA las pretensiones de la acción de tutela en contra de Serviciudad ESP. por no avistar vulneración alguna a los derechos fundamentales de Miller Díaz Salazar que pueda atribuírsele.
Notifíquese esta decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 30 del decreto 2591 de 1991 y dentro de los diez (10) días siguientes a su ejecutoria, envíese el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

Notifíquese

Los Magistrados,

Fernán Camilo Valencia López

Gonzalo Flórez Moreno
Jaime Alberto Saraza Naranjo
� En cuanto a éste punto del derecho de petición se dijo en la demanda que: “se pidió explicación a SERVICIUDAD por la construcción de una estructura metálica, ejecutada en diciembre de 2007, sobre la Quebrada La Víbora, tal estructura ha causado un impacto ambiental negativo al sector, por no estar construida técnicamente, protegida ni señalizada de manera adecuada”. Cfr., folio 18.


� F.1, C.1.


� F. 11, c. 1.


� Asimismo y como la Alcaldía de Dosquebradas alegó que el demandante había instaurado acciones de tutela por los mismos hechos ante los Juzgados Primero Penal y Segundo Civil Municipal de esa localidad, radicadas bajo los números 2009-00030 y 2009-00034, respectivamente, y el a-quo sólo verificó dicha información en el Juzgado Penal, en esta instancia se confirmó que la solicitud de amparo interpuesta en contra de la Administración demandada en el Juzgado Segundo Civil no lo fue por Miller Díaz Salazar. F.4, c.2.


� F.111, c. 11
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